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I. INTRODUCCIÓN

La LO 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del
servicio público de justicia, entrada en vigor el día 3 de abril, y su innovadora
y original medida de los «medios adecuados para la solución de controver-
sias» merecerá, a buen seguro, comentarios positivos y laudatorios en la bien
intencionada creencia de que los nuevos métodos, en cuanto requisito de
procedibilidad, contribuirán a la definitiva solución de la saturación que
sufren nuestros juzgados y tribunales. Además, los juicios de valor favorables,
que indudablemente van a emitirse, sobre la medida estrella de la reforma
estarán en la línea de lo políticamente correcto, si se nos permite esta vulgar
y manida expresión. Sin lugar a dudas, puede afirmarse que las nuevas medi-
das legislativas van a tener una buena puesta en escena.

Sin embargo, no va a ser esta la línea y el espíritu que guían los presentes
comentarios, que, claramente incardinados en la línea opuesta, reflejarán
crítica, desacuerdo y valoración negativa, pues, dada la redacción de los arts.
2 a 19 de la Ley, es la línea que nos parece necesario formular y enfatizar en
estos momentos.

La LO 1/2025 no tiene por objeto, en contra de lo que se declara en su
título, mejorar el servicio público de justicia y reformar los procedimientos
judiciales. El objeto principal de la Ley es regular e imponer trámites antes
de que el ciudadano acceda a los órganos jurisdiccionales, tratando de mejo-
rar servicio público tan fundamental.

Como decimos, la nueva Ley ha establecido como una de sus grandes
novedades los denominados «medios adecuados de solución de controver-
sias» (MASC), que es la materia que va a constituir el objeto de las presentes
consideraciones.
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II. SITUACIÓN DE LA JUSTICIA EN ESPAÑA

Ante todo, hemos de mostrar nuestro asombro ante la sinceridad del
Preámbulo de la Ley que, abiertamente, reconoce que «el sistema de justicia
de nuestro país ... padece, desde hace décadas, de insuficiencias estructura-
les, algunas de las cuales, sin justificación, han dificultado que ocupe ple-
namente el lugar que merece en una sociedad avanzada». Mayor sinceridad
no cabe y es difícil alcanzar un mayor acierto en el diagnóstico del problema.
Puede ser fácil emitir una valoración como la expuesta, pero no es frecuente,
y hemos de felicitarnos por ello, que un juicio tan negativo como el expuesto
pueda ser leído en las páginas del BOE.

Es de fácil constatación que nuestro sistema judicial, base y fundamento
del Estado de Derecho, es manifiestamente mejorable; que denota síntomas
evidentes de agotamiento por saturación y que puede entrar, de seguir por
estos derroteros, en una rápida situación de colapso. Realmente, somos muy
conscientes de la gravedad de las palabras que utilizamos, pero estamos
seguros, también, de que diga lo que se diga, no se logrará superar la probada
insensibilidad y el claro desacierto actuales para adoptar soluciones eficaces
y definitivas. Las ideas de las voces de los políticos solo alcanzan a formular
la «original» afirmación, tantas veces repetida, de que hay que incrementar
los medios personales y materiales de nuestros juzgados y tribunales, aunque,
como todo el mundo sabe y conoce, no se trata de una mera crisis de creci-
miento. La experiencia nos dice que ese tipo de remedios, por otra parte,
fáciles de enunciar y difíciles de implantar, no son soluciones ni reales, ni
definitivas y todo ello no es una mera opinión, sino algo contrastado por el
conocimiento de la realidad.

Ante la grave situación del problema existente, normalmente se propugna
que la solución de nuestra Justicia pasa por un rápido y notorio incremento
del número de jueces. El ejercicio de la función jurisdiccional requiere el
desarrollo de tiempos largos y previos dedicados al estudio, a la formación
y a la preparación. Eliminar esta premisa, nombrando jueces de manera
rápida, sin la debida selección, sin observar los tiempos adecuados y colo-
cándolos en esquemas procedimentales superados por la propia realidad
como los que tenemos, es situar, a nuestro juicio, a la Judicatura en el ámbito
de la mediocridad.

En este orden de cosas y como dice, también, el Preámbulo de la Ley, en
una muestra más de laudable sinceridad, parece que la causa principal de
nuestros «problemas crónicos derivados más bien es la escasa eficiencia de
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III.

1.

las soluciones que sucesivamente se han ido implantando para reforzar la
Administración de Justicia».

Según datos publicados por el Consejo General del Poder Judicial en el
año 2023, último año conocido, entraron en los tribunales españoles casi
siete millones de asuntos, de los que casi tres millones llegaron al ámbito de
la jurisdicción civil.

Ante los reconocimientos del Preámbulo de la Ley y ante la realidad de
los datos estadísticos, cabe preguntarse: ¿Alguna vez el legislador abordará
la tarea de modernizar y regular adecuadamente el servicio público de la
Administración de Justicia, respetando, pero no manteniendo los principios
establecidos desde hace ya casi dos siglos? Lamentablemente, y ojalá nos
equivoquemos, la respuesta tiene todos los visos de ser negativa.

La inadecuación de los nuevos instrumentos procesales creados ha moti-
vado un inmediato efecto negativo, aunque puntual, que no ha sido otro que
el de «inundar» nuestros juzgados con un aluvión de demandas, a finales del
mes de marzo, antes de la entrada en vigor de la Ley y eludiendo, así, el
nuevo requisito previo impuesto para acudir a los tribunales. Buena muestra
de la favorable acogida que van a tener.

Hay que precisar, de modo preliminar, que las críticas que se formulan o
se puedan formular en el presente artículo no van dirigidas a los miembros
de la carrera judicial que con esfuerzo, abnegación, sacrificio y dedicación
destinan sus mejores esfuerzos en tratar de solventar la desesperante situa-
ción de saturación y desbordamiento que padecen y en un ambiente en el
que no deja de haber críticas basadas en la parcialidad, el interés particular
y el desconocimiento. Los comentarios críticos que a continuación se for-
mulan tienen unos destinatarios claros: las normativas reguladoras de los
procedimientos judiciales y los trabajos legislativos que las originan.

CONCEPTO, MODALIDADES Y ÁMBITOS DE APLICACIÓN DE LOS
MASC

Concepto

La expresión «medio adecuado de resolución de controversias» no es
propiamente un concepto, una idea o una institución determinada y cono-
cida en el ámbito de lo jurídico. La generalidad en su formulación es evidente
y el art. 2 de la Ley se ve en la necesidad de precisar que el concepto resul-
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tante del conjunto de las cuatro palabras utilizadas hace referencia a una
conceptuación limitada: «a los solos efectos de esta Ley».

En este ámbito del concepto, el legislador renuncia a la definición del
instrumento de la figura procesal-formal que crea y se contenta con una
generalización al decir que el «medio adecuado» no es cualquier tipo de
negociación, sino «cualquier tipo de actividad negociadora reconocida por
esta u otras leyes».

No obstante ello, para que un «medio adecuado» de solución de contro-
versias sirva para dar por cumplido el requisito de procedibilidad y la
demanda puede ser admitida, el art. 5 de la Ley establece que no basta con
realizar un intento de negociación o acuerdo, sino que el ciudadano, que
padece la difícil situación de sufrir un conflicto, tiene la necesidad, porque
así lo impone el legislador, de utilizar para ello un «medio adecuado de
solución» y ello aunque el art. 14 de la Ley reconozca como modalidad de
medios adecuados la «negociación directa entre las partes» que, en puridad,
es el único medio de resolución, dejando sin justificación y cobertura la larga
enumeración de medios que la Ley establece.

Se ha dicho, con rotundidad y sin matizaciones, que los medios de solu-
ción de controversias son instrumentos alternativos a la Jurisdicción. No
podemos compartir dichas opiniones. Los medios en cuestión no resuelven
conflicto alguno y no conllevan decisión solutoria alguna, al ser unos meros
instrumentos a los que las partes deben recurrir para alcanzar ellas mismas,
en esa tramitación extrajudicial, el acuerdo definitivo fruto de su negocia-
ción. Con independencia de ello, no alcanzamos a comprender cómo pue-
den formularse afirmaciones semejantes cuando la mayoría de los conflictos,
al no resolverse por estas innovadoras vías que el legislador nos impone o
no cumplirse debidamente el acuerdo alcanzado, acabarán en el seno de
nuestros juzgados y tribunales.

En contra de lo que se ha dicho, no creemos, tampoco, que la reforma y
la creación de los MASC vaya en la dirección de la privatización de la Justicia.
Con las medidas que se articulan ningún tercero decide definitivamente,
dando solución al conflicto. El ejercicio de la función jurisdiccional en toda
su amplitud, sin excepciones, se sigue manteniendo, atribuyéndosela en
exclusiva a los jueces y tribunales. Las medidas de solución extrajudicial
previstas por la reforma lo único que preconizan son meros procedimientos
para facilitar que las partes lleguen a un acuerdo, institución nada novedosa
y presente en los sistemas jurídicos desde hace muchos siglos. La única
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2.

novedad que se introduce es configurar como obligatorio el trámite, en contra
del principio de autonomía de la voluntad.

Modalidades

Dicho lo anterior, puede principiarse estos comentarios específicos recor-
dando que la Ley contempla, en su art. 14, los siguientes medios para que
las partes alcancen una solución para su controversia y que por razones de
redacción exponemos a continuación en orden distinto al que figura en la
Ley: la «oferta vinculante confidencial»; el «proceso de derecho colabora-
tivo»; la «mediación», que se regirá por lo dispuesto en la Ley 5/2012; la
«conciliación privada», en la que pueden ejercer la función de personas
conciliadoras un abogado, un procurador, un graduado social, un econo-
mista, un notario, un registrador de la propiedad, un letrado de la Adminis-
tración de Justicia o un juez de paz, es decir, una persona con conocimientos
técnicos o jurídicos relacionados con la materia de que se trate, quien no
resolverá la controversia, ni adoptará decisión alguna sobre la misma y que
se limitará, solo, a gestionar una actuación negociadora a través de un pro-
cedimiento aparentemente simple, pero realmente complejo, con el objetivo
final que las partes alcancen un acuerdo que no han sido capaces de lograr
hasta ese momento y que, en la inmensa mayoría de los casos, no se logrará
alcanzar por la sola presencia de un gestor de una negociación no buscada,
que la Ley impone a las partes, con una notoria restricción de la libertad de
actuación jurídica de los interesados y en la que, por tanto, no se alcanzará,
en la mayoría de los casos, una solución convenida.

La Ley, no pretendiendo formular una enumeración cerrada, abunda con
un medio genéricamente formulado: «la negociación directa de las partes o
a través de sus abogados», que, además de un medio, es la idea central y
básica de todas las modalidades que la Ley relaciona.

La negociación directa de las partes, con o sin la intervención de abogados
no debería ser demeritada, como hace la Ley, incluyéndola en la enumeración
de «medios adecuados». En la negociación directa, no interviene el tercero neutro
e imparcial que constituye, a nuestro juicio, el elemento fundamental de los
«medios adecuados». La negociación directa, por su categoría conceptual y
naturaleza jurídica, podría ser citada en la reforma, pero no incluida como un
medio más. No parece que ello sea una decisión acertada.

Por si fuera corta la enumeración, esta se completa con una modalidad
más: «cualquier tipo de actividad negociadora reconocida en otras leyes
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3.

estatales o autonómicas» (art. 2). Ante ello cabría preguntarse: si el legislador
conoce la existencia de otros medios ya previstos en otras normas, ¿por qué
no los recoge en esta numeración facilitando que el ciudadano tenga cono-
cimiento de todos los medios existentes de solución de controversias? o ¿pre-
fiere dejarlo así, abierto e inconcreto, evitándose el repaso y búsqueda de las
normas que puedan prever otros medios semejantes para lograr la finalidad
pretendida?

Como vemos y abordando una cuestión de fondo, el legislador reconoce,
también, la condición de medio adecuado de solución de controversias a
cualquier «tipo de actividad negociadora reconocida en leyes autonómicas».
Es decir, la LO 1/2025, sienta la posibilidad de que cualquier Comunidad
Autónoma tenga la posibilidad de crear, reconocer y regular medios extra-
judiciales de resolución de controversias. Como vemos, se abren las mayores
posibilidades para el éxito de la «innovadora» y «práctica» medida que se
crea. En relación con esta posibilidad reconocida a las Comunidades Autó-
nomas cabría plantearse el siguiente interrogante: ¿Los medios creados por
ellas son adecuados, como los califica la LO 1/2025, por el solo hecho de
que sean creados y regulados por una Comunidad Autónoma? Pero es más,
ante el art. 149.1.3.ª CE, que reconoce la competencia exclusiva del Estado
sobre la legislación procesal, cabe también preguntarse: ¿Ignora el legislador
el artículo?, ¿Considera que, sobre el artículo constitucional y contra el
mismo, debe de prevalecer algún desconocido interés general de satisfacción
prevalente? y ¿Se considera que el requisito constitucional está cumplido al
ofrecer, en este sentido, la norma estatal suficiente cobertura a la norma
autonómica?

Como podemos ver, la Ley no contiene una enumeración cerrada de los
medios creados, en este momento, ni, lógicamente, puede enumerar todos
los que en un futuro puedan crearse, dando lugar a un resultado de desinte-
gración normativa de valoración negativa a lo que, por otra parte, estamos
ya acostumbrados en estos ámbitos.

Ámbito de aplicación

El requisito de procedibilidad es exigible en todos los procesos declara-
tivos del Libro II y en los procedimientos especiales del Libro IV de nuestra
Ley Rituaria.

Afortunadamente, a nuestro juicio, la Ley limita el ámbito de aplicación de
los MASC, pues quedan excluidos de los mismos, de conformidad con el art. 4.1.º
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IV.

de la Ley, los conflictos que versen sobre materias que no están a disposición de
las partes y, asimismo, quedan exceptuados, según dispone el art. 3.2.º, todas las
cuestiones laborales, penales, concursales y todas aquellas en las que una de las
partes sea una entidad perteneciente al sector público. Por lo menos, solo la
jurisdicción civil se verá afectada por la «toxicidad» de la tan original e inapro-
piada solución normativa a la que nos referimos.

Adicionalmente la Ley contempla también, a modo de excepciones, las mate-
rias enumeradas en el art. 5.2.º y una serie de procedimientos relacionados en el
art. 5.3.º, no destacándose los casos a los que se hace referencia por no ser de
los numerosos supuestos que hoy inundan nuestros juzgados y tribunales.

La norma exige la cumplimentación del requisito de procedibilidad en
todos los casos y para todos los procedimientos judiciales no exceptuados
que quieran interponerse. El legislador no ha pensado o no ha considerado
oportuno establecer un elenco de exclusiones, en función de criterios como
la cuantía, o la índole del procedimiento, salvo las contadas excepciones
previstas en el art. 5.3.º de la Ley, separándose, por ejemplo, de los criterios
establecidos al efecto en el Derecho francés y en el Derecho italiano y aun-
que, no obstante ello, acuda en el Preámbulo de la Ley al Derecho Compa-
rado, buscando cobertura y apoyo para su desafortunada iniciativa.

La falta de cumplimentación del requisito previo de procedibilidad para
la iniciación de la vía jurisdiccional determinará la inadmisión a trámite de
la demanda y el defecto incurrido será insubsanable, sin que sea de aplica-
ción el plazo para subsanar de diez días previsto en el art. 231 LEC, acen-
tuándose así el carácter esencial con el que el legislador quiere configurar
este trámite.

CRÍTICA TERMINOLÓGICA

Creemos que siempre tiene interés la lectura de las Exposiciones de Moti-
vos de las leyes por cuanto que, antes y no siempre ahora, son un elemento
útil para reconocer el espíritu y finalidad de las mismas. En el supuesto de la
norma que nos ocupa interesante, también, y recomendable es la lectura de
su llamado «Preámbulo» y lo es por los epítetos que utiliza, las autovalora-
ciones y exageraciones en las que incurre y por las muestras de autosufi-
ciencia que inmediatamente afloran en algunas de sus frases y que el legis-
lador no tenía ninguna necesidad de demostrar. Por ejemplo:

— La Ley califica a los medios de nueva creación como «adecuados»,
incurriendo en un supuesto de autosuficiencia que podría haber sido evi-
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tado. No creemos que corresponda al legislador valorarse a sí mismo, ni
valorar las medidas que crea y establece. Serán los ciudadanos y la apli-
cación en la práctica de las medidas creadas los que valorarán su ade-
cuación y, en definitiva, el éxito o el fracaso de los «medios» creados por
la norma. A la vista del epíteto utilizado, los ciudadanos deberíamos
quedar eternamente agradecidos por tanta generosidad con la que se nos
quiere ayudar para solventar los conflictos que la vida nos ofrece, posi-
bilitando la utilización de sus medios «adecuados». Pero también pode-
mos formular un comentario que podría incardinarse en el más allá de lo
prudente. Si estos medios concretos son calificados por el legislador
como «adecuados», ¿quiere decirse que todos los demás que existan o
puedan existir en el futuro, sean estatales o autonómicos, son ya, auto-
máticamente, también adecuados?; ¿la función jurisdiccional es inade-
cuada?; ¿qué necesidad ha tenido el legislador de calificar como ade-
cuados los medios de constante referencia? y ¿por qué no los ha deno-
minado, por ejemplo, extrajudiciales, amistosos, amigables, no
jurisdiccionales, etc.?

— Se etiqueta y define a los MASC como medios para «la solución de
controversias» en otra muestra de autosuficiencia e inexactitud concep-
tual, pues el legislador, incapaz de establecer un eficaz, moderno y efi-
ciente servicio público de justicia, lo único que hace es crear un requisito
de procedibilidad de inexcusable cumplimiento, por imposición de la
Ley, para la admisibilidad de una demanda ante la jurisdicción civil, sin
ofrecer por sí mismos, la solución al conflicto y al constituir solo un medio
instrumental para que, en el mejor de los casos, las partes alcancen un
acuerdo que resuelva la controversia originada entre ellas.

— La desmesura terminológica parece no tener límites. En el Preám-
bulo de la Ley se incurre en una nueva y notoria exageración. Ante el
convencimiento de la bondad y del acierto de las medidas que se impo-
nen, se llega a calificar a los medios en cuestión (MASC) como una
«medida imprescindible para la consolidación de un servicio público de
justicia sostenible» (¡Notoria desmesura!).

— En el Preámbulo se afirma, también, que es necesario «adoptar las
estructuras de la justicia para incorporar los valores de solidaridad y de
humanismo». Cuando se está creando y regulando un simple requisito de
procedibilidad de naturaleza procesal y formal, la utilización de sustan-
tivos tan relevantes como los transcritos provocan, necesariamente, el
comentario crítico de decir que no respetan la proporcionalidad, racio-
nalidad y mesura que son exigibles.
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V.

— En este orden de cosas, la Ley en los artículos reguladores de los
MASC contiene originales declaraciones que llaman poderosamente la
atención. Se dice que «las partes son libres de convenir a través de estos
medios sobre sus derechos e intereses» (¡Faltaría más!). Se declara que
«las partes pueden alcanzar acuerdos totales o parciales» (¡Asombrosa
generosidad!). Se proclama que, en el caso de acuerdos parciales, «las
partes podrán presentar demanda para ejercitar sus pretensiones»
(¡Extraordinario reconocimiento de las posibilidades que se ofrecen gra-
ciosamente al ciudadano!).

— Formular afirmaciones, según hace el Preámbulo de la Ley, como
la de: «... partiendo de la base de que estos medios reducen el conflicto
social, evitan la sobrecarga de los tribunales y pueden ser igualmente
adecuados para la solución de la inmensa mayoría de las controversias
en materia civil y mercantil», no es más que decir un simple futurible que
no hace más que denotar un grave desconocimiento de lo que se habla
y de lo que se pretende regular. (¡Cómo se pueden formular a priori e
imprudentemente unas manifestaciones –«reducen» y «evitan»– tan
tajantes!).

No parece posible, en función de todo lo expuesto, decir que la innova-
ción legislativa que comentamos merezca un juicio muy positivo, en cuanto
a terminología y modo de exposición.

No obstante ello, como contrapunto y para finalizar, formularemos,
excepcionalmente, un comentario positivo. En el Preámbulo se manifiesta, y
ello sí es digno de encomio, que la causa principal de los problemas crónicos
del sistema de justicia de nuestro país es «la escasa eficiencia de las solu-
ciones que sucesivamente se han ido implantando para reforzar la Adminis-
tración de Justicia como servicio público». Ante tal afirmación solo cabe
remarcar el acierto de la frase y la sinceridad que la preside y así lo hacemos.
Es cierta la escasa eficiencia de las soluciones propugnadas y establecidas
hasta hoy para facilitar que los jueces puedan juzgar y ejecutar lo juzgado y,
al mismo tiempo y para que no se vea afectado el derecho del ciudadano a
la tutela judicial efectiva, constitucionalmente establecida. Lo grave es la
ineficacia y la ineficiencia de las nuevas soluciones que se imponen.

REACCIÓN ANTE LA INSUFICIENCIA

Los arts. 2 a 19, ambos inclusive, que la LO 1/2025 dedica a los MASC
no pueden merecer, como decimos, un juicio positivo. Con independencia
del acierto o desacierto conceptual de las nuevas medidas creadas, se trata
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I.

(1)  

(2)  

Vid. S. Barona Vilar, Solución extrajurisdiccional de conflicto. «Alternative Dispute Reso-
lution» (ADR) y derecho procesal, Valencia, Tirant lo Blanch, 1999, p. 37.
F. Carnelutti los llamó «equivalentes jurisdiccionales» (en Sistema de Derecho Procesal
Civil, t. I, 1944, pp. 183-212). Considera que son «otros medios para alcanzar la que hasta
ahora hemos venido considerando como finalidad característica del proceso jurisdiccio-
nal».

INTRODUCCIÓN

Cualquier sistema de resolución de conflictos que se enfoque desde la
postura del enfrentamiento, como es un proceso judicial, va a generar una
frustración a la parte que pierde que normalmente es el motivo de todo tipo
de recursos y apelaciones que mantienen viva la confrontación durante
mucho tiempo. Desde el nacimiento del Estado de Derecho se ha entendido
que el Poder Judicial, independiente y diferenciado del Poder Legislativo y
Ejecutivo, es el encargado de aplicar las normas jurídicas con el fin de resol-
ver los conflictos. Por ello, Desde principios del siglo XX, los Estados han ido
asumiendo una función social y de protección de los ciudadanos. Esta con-
cepción protectora y social del Estado ha conseguido originar en la sociedad
la creencia de que solo los órganos jurisdiccionales pueden resolver los con-
flictos, porque son ellos los únicos encargados de interpretar y aplicar el
Derecho que tantos aspectos regula (1).

Pues bien, desde hace ya varias décadas, se asiste en los Estados miem-
bros de la Unión Europea al desarrollo de las modalidades llamadas alter-
nativas de solución o de resolución de conflictos (2), si bien estos sistemas son
muy antiguos. La intervención de una tercera persona que ayuda a los con-
tendientes a resolver sus conflictos y a adoptar sus propias decisiones se ha
venido produciendo en diversas culturas desde tiempos lejanos. En todas las
tradiciones culturales existe la figura de la «persona-recurso» asociada con
algún miembro de la comunidad, amante de la paz que, con sentido común,
interviene en las situaciones de conflicto para rebajar tensiones y llegar a
acuerdos. Las ventajas inherentes a estas modalidades de justicia privada
(celeridad, menor coste, confidencialidad y especialización) y la crisis de
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(3)  

(4)  

Desde la Recomendación 98/257/CE, de 30 de marzo de 1998, que versaba sobre los
principios aplicables a los órganos responsables de la solución extrajudicial de los litigios
en materia de consumo a, entre otros, la Directiva 2013/11/UE del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en
materia de consumo (RAL) y el Reglamento (UE) n.o 524/2013 del Parlamento Europeo y
del Consejo, de 21 de mayo de 2013, sobre resolución de litigios en línea en materia de
consumo (RLL).
Vid. Exposición de Motivos de esta ley.

eficacia de los sistemas judiciales suscitaron un interés renovado hacia estos
métodos de apaciguamiento de los conflictos más consensuales que el
recurso al juez o a un árbitro. A escala comunitaria se han desplegado esfuer-
zos considerables para acompañar su desarrollo, especialmente en el ámbito
de la sociedad de la información, con miras a incrementar la confianza del
consumidor y de la pequeña y mediana empresa en el comercio electró-
nico (3).

Estos sistemas alternativos se enmarcan en la llamada «cultura de la paz»
impulsada por Naciones Unidas en la primera década de este siglo y que en
España llegó a plasmarse en la Ley 27/2005, de 30 de noviembre, de fomento
de la educación y la cultura de la paz, cuyo art. 2.7.º señala la necesidad de
promover la formación especializada de hombres y mujeres en técnicas de
resolución de conflictos, negociación y mediación.

Ahora bien, debemos reconocer que en España existe todavía la llamada
«cultura del litigio». Ahora bien, aunque es muy común que, en lugar de
solventar la controversia entre las partes (autocomposición) se acuda al juez,
se están haciendo, desde hace ya años, grandes esfuerzos por cambiar esta
tendencia. Sirva de ejemplo, la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en
asuntos civiles y mercantiles. Pero lo cierto es que los cambios cuestan.

La LO 1/2025, de 2 de enero, en materia de eficiencia del servicio público
de justicia, ha dado un paso más en ese avance de los sistemas alternativos
de resolución de conflictos. Con esta norma se busca recuperar la capacidad
negociadora de las partes, con la introducción de mecanismos que rompan
la dinámica de la confrontación y la crispación que invade en nuestros tiem-
pos las relaciones sociales (4). Con este fin se busca potenciar los mecanismos
de solución de controversias distintos al proceso judicial. Pero esta ley va
más lejos, regula el intento de arreglo extrajudicial del conflicto como requi-
sito previo obligatorio a la interposición de la demanda y enumera como
«medios adecuados de resolución de controversias»: la mediación, la con-
ciliación, el experto independiente, la oferta vinculante confidencial o cual-
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(5)  

(6)  

Se puede consultar la siguiente obra que aborda los precedentes de esta nuevas Ley: Medios
Adecuados de Solución de Controversias. Eficiencia procesal de las personas físicas y jurí-
dicas, S. Calaza López e I. Ordeñana Gezuraga (dirs.), Madrid, La Ley, 2023.
Para una mayor profundización sobre los conflictos y la falta de comunicación puede con-
sultarse, entre otros, H. Soleto (dir.), E. Carretero Morales y C. Ruiz López (coord.) Media-
ción y resolución de conflictos: Técnicas y ámbitos, Madrid, Tecnos, 2.ª ed., 2013.

II.

quier otro tipo de actividad negociadora reconocido en esta o en otras leyes
(art. 5 LO 1/2025 y nuevo art. 403.2.º LEC) (5).

Centrándonos en la conciliación, esta puede ser ante Notario, Registra-
dor, particular, Letrado de la Administración de Justicia o Juez de Paz. En
concreto, ciñéndonos a la realizada ante el Letrado de la Administración de
Justicia, objeto de este apartado, existe un interés público en la regulación
de su actividad (al igual que si se trata del Juez de Paz), de ahí que se hayan
dictado normas sobre competencia objetiva y territorial, procedimiento,
resultados, eficacia e impugnación de lo convenido, así como de la resolu-
ción judicial que homologa los resultados obtenidos por las partes. Esta figura
autocompositiva se rige por lo establecido en el título IX de la Ley 15/2015,
de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria (arts. 139 a 148) y por los arts. 5
a 16 de la LO 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia
del servicio público de justicia.

EL PAPEL DEL LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
COMO CONCILIADOR

Partamos del hecho de que es indiscutible que las partes entran en con-
flicto y nace la disputa entre ellas debido a dificultades entre las mismas
desde el punto de vista comunicativo (6). Cuando la comunicación entre las
partes enfrentadas no aclara a estas la posible justificación del actuar de cada
una de ellas en relación con la otra, dicha comunicación se obstruye, la
comprensión mutua desaparece y las próximas acciones de las partes se diri-
gen a buscar el enfrentamiento. Todo trabajo y esfuerzo encaminados a lograr
el conocimiento amplio y detallado de la desaparición de la comunicación
entre las partes en conflicto, se dirige hacia el conocimiento de los orígenes
de la disputa y por tanto a la posibilidad de su solución. Solucionar un con-
flicto entre sus partes generadoras depende en gran medida de la restauración
de la comunicación entre ellas.

La Audiencia Provincial de Barcelona en Auto 3/2021, de 12 de enero de
2021 entiende que la conciliación se configura «como una actividad pre-
procesal, a través de la cual los posibles futuros litigantes tienen la oportu-
nidad de solventar sus diferencias..., de modo que si consiguen llegar a un
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(7)  

(8)  

(9)  

Art. 460: Antes de promover un juicio declarativo, deberá intentarse la conciliación ante
el Juez municipal competente. Exceptúanse... y el art. 462.1.º: El Juez no admitirá demanda
a que no se acompañe certificación del acto de conciliación, o de haberse intentado sin
efecto en los casos en que por derecho corresponda. Si bien, ya en el art. 1 de la Ley de
Enjuiciamiento sobre los negocios y las causas de Comercio de 24 de julio 1830 se recogía
que «no tendrá curso acción alguna judicial sobre negocios mercantiles, sin que se presente
con la demanda la certificación que acredite haberse celebrado la comparecencia ante el
juez avenidor competente». Y en el art. 201 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855, se
determinaba que «antes de promover un juicio debe intentarse la conciliación ante el Juez
de paz competente».
Art. 284 de la Constitución Española de 1812: «Sin hacer constar que se ha intentado el
medio de la conciliación, no se entablará pleito alguno». En el ATSJ C. Valenciana CP 1.ª,
n.o 5/2011, de 31 enero, se decía: «Ya el Auto 1/2003 de 4 de enero de esta Sala, ante-
riormente reseñado, indicó que «(...) El disponer que la parte activa de un futuro proceso
—y para evitar la realización del mismo— debe intentar la conciliación con la parte pasiva,
fue una clara manifestación del espíritu poco menos que utópico de una determinada
época histórica, espíritu que se plasmó en los arts. 282 a 284 de la Constitución (RCL 1978,
2836) de 1812 y que se ha mantenido casi hasta nuestros días en materia civil y que, aún
sigue subsistiendo en materia penal, naturalmente en los delitos necesitados de querella».
En este sentido, entre otros, Vid. R. Hinojosa Segovia, «Los medios adecuados de solución
de controversias en el Anteproyecto de Ley de medidas de eficiencia procesal del servicio
público de justicia», La Ley: Mediación y arbitraje, n.o 5, 2021.

acuerdo se habrá evitado la iniciación del juicio cuyo planteamiento parecía
inminente».

La conciliación preprocesal, nos dice también la Sentencia del Tribunal
Constitucional, n.o 155/2011, de 17 de octubre de 2011, «no persigue el
ejercicio de jurisdicción en sentido estricto, esto es, que uno resuelva un
determinado conflicto de intereses mediante la realización del derecho obje-
tivo, sino solo que se propicien las condiciones para una comunicación
directa entre las partes, encaminada a facilitar un acuerdo entre ellas».

Ahora bien, es un hecho también indiscutible que la conciliación, como
sistema alternativo de solución de controversias, nunca ha tenido la presen-
cia que han alcanzado la mediación o el arbitraje en nuestro país. En nada
o poco ayudó, en su momento, su devenir legislativo que le cerceno una de
sus principales características: la voluntariedad de querer intentar conciliar.
El carácter obligatorio de la conciliación en la LEC de 1881 (7), que ya venía
desde la Constitución de 1812 (8), como requisito previo a la interposición de
la demanda civil, originó que se convirtiera, durante muchos años en una
mera formalidad carente de significado material al tratarse de un presupuesto
de admisibilidad de la demanda (9). Es decir, se interponían escritos de con-
ciliación porque la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 así lo preceptuaba.
Ello conllevó un escaso éxito práctico y llego a convertirla en un trámite inútil
y carente de efectividad, que debía sortearse cuanto antes para llegar al pro-
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(10)  

(11)  

(12)  

B. Longás Pastor en «La conciliación ante el letrado de la Administración de Justicia y ante
el registrador de la propiedad y mercantil», Cuestiones prácticas en materia de registro de
la propiedad y Administración de Justicia, coord. B. Longás Pastor y C. del C. Castillo Mar-
tínez, Tirant lo Blanch, Documento TOL9.339.858, 2022, p. 2, expone que «La primera
referencia a la conciliación en nuestro Derecho la encontramos en la Jurisdicción Consular,
en las ordenanzas de Burgos y Sevilla. En ambos casos se ha interpretado que se trataba
de conciliaciones voluntarias previas a la presentación de la demanda. Fue en las Orde-
nanzas de Bilbao de 1737 donde se le dio carácter obligatorio, lo que se confirmó también
en las nuevas Ordenanzas de Burgos de 1766 y en las nuevas ordenanzas de Sevilla de
1784, donde se distinguía entre una conciliación antes del proceso, con el fin de evitar el
mismo y una conciliación durante el proceso que evitaría que se dictara sentencia».
V. Fairén Guillén, en La Ley de reforma urgente de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Juicio de
menor cuantía, casación y otros aspectos fundamentales de la Ley de 6 de agosto de
1984, Madrid, Civitas, 1985, pp. 183 ss. Recientemente, J. Banacloche Palau en «Los pro-
cesos de familia tras la Ley Orgánica 1/2025: ¿qué sucede con el juez competente, el
«MASC» previo y la vista en el juicio verbal?», Diario La Ley, n.o 10696, Sección Doctrina,
2 de Abril de 2025: «la exigencia de haber intentado la conciliación como presupuesto
para la admisión de la demanda estuvo vigente desde 1855 hasta 1984, y se abandonó en
aquel año porque carecía de efectos reales y además congestionaba los tribunales».
Parte de la doctrina ha criticado la ubicación de la conciliación en la LJV al entender que
existen profundas diferencias entre la conciliación y estos expedientes: el primero recae
en el ámbito objetivo. Buena parte de las materias, situaciones y relaciones jurídicas que
pueden ser objeto de un expediente de jurisdicción voluntaria, pese a ser de Derecho
privado, están excluidas de la conciliación. Por tanto, las referidas instituciones no coin-
ciden en cuanto al ámbito objetivo. Y ello es debido a que, por definición, los expedientes
de jurisdicción voluntaria están previstos en orden a suplir las limitaciones a la autonomía
de la voluntad de los individuos en el marco del Derecho privado. De hecho, la jurisdicción
voluntaria se suele identificar precisando que se trata de la administración judicial del
Derecho privado. Lo que significa que, sin la intervención de órganos públicos, determi-
nados derechos privados con gran trascendencia en la esfera personal y patrimonial no
serían efectivos. Por el contrario, aun cuando la conciliación se desarrolla ante un órgano
público perteneciente a la Administración de Justicia es, en esencia, una vía diseñada para
que los sujetos enfrentados puedan ejercitar el poder de disposición que el ordenamiento
jurídico les reconoce.

ceso judicial (10). Esta situación se mantuvo hasta que se llegó al convenci-
miento de que era un trámite inadecuado, pues, en la gran mayoría de los
supuestos, retrasaba el otorgamiento de la tutela judicial (11). A partir de la
entrada en vigor de la Ley 34/1984, de 6 de agosto, que reformó la LEC de
1881, la conciliación extraprocesal dejó de ser un presupuesto de admisibi-
lidad de la demanda y pasó a tener carácter facultativo.

Tras la LEC de 2000 y mientras se esperaba una Ley de Jurisdicción
Voluntaria que regulase los actos de conciliación, al quedar fuera de la nueva
LEC (12) , tuvo una notable influencia la Ley 19/2003 de 23 de diciembre, que
atribuyó a los entonces secretarios judiciales y ahora Letrados de la Admi-
nistración de Justicia, competencia para llevar a cabo los actos de concilia-
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(13)  

(14)  

(15)  

El segundo elemento que separa a ambos institutos se halla en el inicio del expediente de
jurisdicción voluntaria y del acto de conciliación. Este último no se incoa si no existe una
controversia entre las partes de una relación jurídica; en cambio, la jurisdicción voluntaria
no está concebida para resolver conflictos sino para satisfacer intereses jurídicos «prefe-
rentemente públicos como son la certeza de las relaciones jurídicas, la verificación de las
condiciones exigidas legalmente o la tutela de las personas».
Y el tercer elemento en el que difieren son los trámites que conforman el procedimiento.
Si se comparan, de un lado, las normas que establecen la sustanciación general de los
expedientes de jurisdicción voluntaria (arts. 1 a 7 y 13 a 22 LJV) y, de otro, las reguladoras
del acto de conciliación (arts. 139 a 148 LJV), se observa la falta de uniformidad en lo
referente a la solicitud y su admisión, la práctica de la citación a los requeridos e intere-
sados, la celebración de la comparecencia, el contenido de la resolución que pone fin al
procedimiento y las vías establecidas para su impugnación. Vid. M. Serrano Masip, «La
Conciliación», en Tratado sobre la disposición del proceso civil (R. Castillejo Manzanares,
M.ª L. Noya Ferreiro y A. Rodríguez Álvarez, coords.), Valencia, Tirant lo Blanch, 2017,
epígrafe 11.
Se dio nueva redacción al art. 456.3 LEC 1881 y se dispuso que: «Los secretarios judiciales
cuando así lo prevean las leyes procesales tendrán competencias en las siguientes mate-
rias: ... c) Conciliaciones, llevando a cabo la labor mediadora que les sea propia».
Entre otras, vid. SSTC 276/1993, de 20 de septiembre, FJ 2; 115/1999, de 14 de junio, FJ
4; 285/2000, de 27 de noviembre, FJ 5; 216/2002, de 25 de noviembre, FJ 4.
A. L. Valero Canales, «De la labor mediadora que les sea propia», en Unión Progresista
Letrados Administración Justicia (UPSJ) https://www.upsj.org/la-labor-mediadora-les-sea/.
Vid. también, J. Rueda Guizán, en «El Letrado de la Administración de Justicia en la Ley
de Jurisdicción voluntaria», en La Jurisdicción Voluntaria. Una apuesta por la eficacia (A.
Fernández de Buján y F. J. García Más, coords.), Madrid, Dykinson, 2016.

instancia o de paz correspondientes (13). Y de igual modo, la Ley 13/2009, de
3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación
de la nueva Oficina Judicial, reiteró a los Letrados de la Administración de
Justicia el conocimiento de los actos de conciliación.

El Tribunal Constitucional trató esta cuestión en su sentencia 155/2011,
de 17 de octubre, ya citada, afirmando:
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«Esta Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal, ha
atribuido, por cierto, de manera novedosa, la dirección del procedimiento de con-
ciliación preprocesal civil a los Secretarios de los Juzgados de Primera Instancia,
junto a los jueces de Paz, que en este ámbito se mantiene, allí donde operen (art.
460, párrafo primero LEC 1881)... En todo caso, devienen reiterados los pronuncia-
mientos de este Tribunal en el sentido de reconocer que las funciones atribuidas ex
lege a los Secretarios judiciales han de imputarse, ante todo, al órgano judicial donde
estos actúan y por tanto ello nada hubiera alterado la exigibilidad de los derechos
fundamentales del art. 24 CE (14). En cuanto a la naturaleza del acto de conciliación
en el proceso civil, esto es, si se incluye en el área contenciosa o se incardina en la
jurisdicción voluntaria, ha de señalarse que a efectos de la tutela judicial efectiva la
cuestión es indiferente, desde el momento en que la jurisprudencia de este Tribunal
ha venido extendiendo los derechos procesales del art. 24 de la Constitución, a esa
parcela de la justicia civil» (15).



(16)  

(17)  
(18)  

Como expone el AAP Córdoba n.o 495/2021, de 20 diciembre, «debe señalarse, por su
relevancia, que la referida Ley 15/2015 tiene como núcleo o pilar fundamental donde
gravita toda su concepción, así enunciado y reiterado en su Preámbulo, la protección del
ciudadano en la tutela de los derechos privados que afectan a intereses de gran relevancia
y ofrecerle medios efectivos y sencillos que faciliten la obtención de determinados efectos
jurídicos de forma pronta y con todas las garantías».
Vid. AAP Valencia 6.ª n.o 317/2022 de 21 octubre.
Como expone A. Martínez de Santos («La conciliación ante el Letrado de la Administración de
Justicia como requisito de procedibilidad en la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas
en materia de eficiencia del servicio público de justicia», Diario La Ley, n.o 10677, Sección
Tribuna, 5 de marzo de 2025, p. 6): «... es evidente que no disminuirá el número de asuntos
que requieren una resolución procesal, tres han sido las soluciones que se han propuesto para
gestionar, si es posible, esa entrada: la tasa judicial,  las  costas y la imposición de los medios

Finalmente, llegó la tan esperada y deseada Ley 15/2015, de 2 de Julio,
de la Jurisdicción Voluntaria (16) que, en su Título IX, reguló lo que denominó
«de la conciliación», arts. 139 ss., que se refieren a las conciliaciones que se
tramitan ante el Juez de Paz o el Letrado de la Administración de Justicia del
Juzgado de Primera Instancia o del Juzgado de lo Mercantil, a fin de que lleve
a cabo la labor conciliadora que la Ley Orgánica del Poder Judicial le reco-
noce como propia en el art. 456.6.c).

La nueva Ley de la Jurisdicción Voluntaria vino a precisar el objeto carac-
terístico del acto de conciliación al señalar que podrá intentarse para «alcan-
zar un acuerdo con el fin de evitar un pleito» (art. 139.1.º, párr. 1.º), refor-
zando ese fin en el párrafo 2.º del mismo precepto al disponer la inadmisión
«de plano» de la petición cuando se utilice para cualquier otro que no sea
el señalado y, para permitir y facilitar ese juicio previo de admisibilidad, el
art. 141 de la misma Ley exige que la petición habrá de determinar «con
claridad y precisión cuál es el objeto de la avenencia» (17). Por ello, como
recoge el Auto de la Audiencia Provincial de Jaén 81/2024, de 20 de marzo,
la Ley de Jurisdicción Voluntaria «precisa ahora con absoluta claridad el
objeto y finalidad del acto de conciliación y los requisitos procesales de aquel
y de esta», que «la nueva regulación de la conciliación responde a su natu-
raleza (...) semejante en cuanto a sus efectos a la transacción», por lo que
sería necesaria «una propuesta de acuerdo, que faciliten la posterior nego-
ciación entre los interesados y, en su caso, una ulterior avenencia», «una
propuesta que permita la celebración de la conciliación».

Y llegamos ya a la LO 1/ 2025 que, como ya se ha dicho, la incluye como
uno de los medios adecuados de solución de controversias que deben utilizarse
antes de interponer la demanda (18) y, por tanto, puede volver a ocurrir lo que ya
vivimos hasta 1984. Si bien es cierto que, cabe pensar que la sociedad ha evo-
lucionado, aun cuando no sea todo lo deseado, hacia un planteamiento más a
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(19)  

(20)  

adecuados de solución de controversias en vía no jurisdiccional». Sin embargo, para J. Bana-
cloche Palau en «Los procesos de familia tras la Ley Orgánica 1/2025: ¿qué sucede con el juez
competente, el «MASC» previo y la vista en el juicio verbal?», loc. cit.: «Exigir un MASC antes
de demandar —a pesar de que, como ya hemos señalado, la esencia de la mediación, la con-
ciliación o similares es que las partes deseen llegar a un acuerdo extrajudicial, es decir, que sea
algo libre y voluntario y no impuesto legalmente—, no solo aumentará el coste del proceso y
retrasará la interposición de la demanda, sino que neutralizará el efecto sorpresa que muchas
demandas tienen y favorecerá que el demandado realice operaciones y maniobras dirigidas a
frustrar una futura ejecución de una sentencia condenatoria. Por otra parte, el hecho de que la
LOEP permita todo un abanico de posibles MASC (negociación inter partes o entre sus abogados,
mediación, conciliación, oferta vinculante, opinión de un experto independiente o proceso de
Derecho colaborativo) conducirá a que muchos futuros actores empleen el que les pueda resul-
tar más rápido y menos costoso —básicamente, la negociación privada—, convirtiendo el MASC
en una mera formalidad, como le sucedió a la conciliación judicial. Habríamos entonces con-
seguido acoger lo peor de los MASC y no alcanzar ninguno de sus beneficios».
Vid., entre otros, M. López Gil, en «El futuro escenario de la conciliación a la luz del
proyecto de ley de eficiencia procesal del servicio público de justicia», Externalización de
la justicia civil, penal, contencioso-administrativa y laboral (S. Calaza López, S. e I. Orde-
ñana Gezuraga, dirs.), Valencia, Tirant lo Blanch, 2022.
V. Pérez de Madrid en «La conciliación», Revista Notario del siglo XXI, Academia Matri-
tense del Notariado, n.o 66, marzo-abril, 2016.

favor de utilizar otras vías distintas al proceso judicial. Ya parece que va calando
el hecho, cada vez más negativo, de que la justicia en los tribunales, en muchas
ocasiones, llega tarde y, a veces, mal. Ahora bien, se echan en falta incentivo
adicional que pueda hacer atractivo llegar a un acuerdo, no parece que vaya a
ser suficiente con la posible imposición de costas en el pleito subsiguiente. Se
podría, a modo de ejemplo, haber añadido los beneficios fiscales.

Por ello, no deben repetirse errores pasados (19). En las conciliaciones
extraprocesales es esencial que el letrado de la Administración de Justicia no
se limite a dar fe de que las partes han alcanzado o no un acuerdo, sino que
debe potenciar y desarrollar toda una verdadera labor conciliadora traba-
jando en pro de la negociación entre las partes y así cooperar para que no
se degrade o transforme en mero requisito de admisibilidad de la futura
demanda. La Ley 15/2015, de Jurisdicción Voluntaria, asumió el reto de
«actualizar» el régimen jurídico de la conciliación, siendo la principal nove-
dad que el ciudadano y las empresas podrán elegir entre tramitar este expe-
diente en el Juzgado o, en determinados casos, ante notario o registrador. En
realidad, los factores que han conducido a admitir la conciliación extrajudi-
cial son la tradición histórica, el colapso de los tribunales y el nuevo para-
digma de la Administración de Justicia, que es el que se inició en Estados
Unidos en los años 70 del siglo pasado con el impulso de los ADR o meca-
nismos alternativos de resolución de conflictos (20). En nuestro país, podemos
decir sin miedo a equivocarnos, que más del 70% de las demandas civiles
que se presentan en la actualidad no necesitan de un Juez y solo la carencia
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(21)  A. Martínez de Santos, loc. cit., p. 6.

de alternativa justifica un acceso a la jurisdicción en masa y completamente
desproporcionado que debería estar estrictamente reservado a los pleitos en
los que realmente exista un litigio (21). Por ejemplo, si hay una materia que
resulta paradigmática de una posible negociación es una reclamación de
cantidad donde las partes pueden esgrimir argumentos y documentos que
justifiquen sus posiciones y alcanzar acuerdos económicos que satisfagan a
ambas.

Ya la LOPJ recoge, como ya hemos mencionado, en su art. 456.6.º c),
como competencias del letrado de la administración de Justicia, la concilia-
ción, «llevando a cabo la labor mediadora que le sea propia». Norma que
fue posteriormente desarrollada en la Ley de Jurisdicción Voluntaria, como
estamos exponiendo.

Pues bien, ese desarrollo debe unirse ahora con lo recogido en la LO
1/2025. El art. 16 enumera, de forma detallada, por primera vez, las funciones
que debe asumir el conciliador, ya sea un registrador, un notario, un parti-
cular, un Juez de Paz o un Letrado de la Administración de Justicia. En con-
creto son:

a) Realizar una sesión inicial informando a las partes de las posibles
causas que puedan afectar a su imparcialidad, de su profesión, formación
y experiencia; así como de las características de la conciliación, su coste,
la organización del procedimiento y las consecuencias jurídicas del
acuerdo que se pudiera alcanzar.

b) Gestionar por sí misma, o por las personas que le auxilien y le den
soporte administrativo, la recepción de la solicitud, la invitación a la otra
parte, la citación para las reuniones presenciales o virtuales que se pre-
cisen.

c) Documentar un acta de inicio de la conciliación, firmada por todas
las partes, delimitando el objeto de la controversia, los honorarios y si las
partes van a comparecer por sí mismas o asistidas de letrado, letrada o
representante legal.

d) Presidir las reuniones de las partes y dirigir todos los trámites del
proceso de conciliación, bien sea personalmente o por medio de instru-
mentos telemáticos.

e) Dar la palabra de forma ordenada y equitativa a cada una de las
partes, pudiendo realizar las sesiones conjuntas o individuales que estime
pertinentes.
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f) Poner de manifiesto a las partes las dimensiones extrajurídicas de la
controversia y las ventajas que pueden obtenerse si se alcanza un acuerdo
razonable.

g) Formular directamente a las partes posibles soluciones e invitarlas
a que formulen posibles propuestas de solución que construyan un eficaz
acuerdo común.

h) En el caso de que exista acuerdo total o parcial de las partes en el
desarrollo del proceso de conciliación, requerir a las abogadas y los abo-
gados de las partes, si estuviesen participando en el proceso, para que
supervisen el acuerdo.

i) Elaborar un acta final en el que se recoja la propuesta sobre la que
existe acuerdo total o parcial y firmar en su calidad de persona concilia-
dora dicho acuerdo junto con las partes y sus abogados y abogadas o
representantes legales si estuviesen participando en el proceso.

j) En caso de desacuerdo, emitir una certificación acreditativa de que
se ha intentado sin efecto la conciliación.

k) Si la parte requerida ha rehusado participar en el proceso concilia-
dor, hacerlo constar en el certificado que emita.

En la conciliación, las partes acuden ante un tercero neutral y esperan de
él su consejo en forma de propuesta que les ayude a alcanzar el acuerdo. El
conciliador es un facilitador de la comunicación, no ejerce la función de
juez, ni de árbitro.

La conciliación es fundamentalmente una negociación. Sin negociación
no existe conciliación. Eso hace que no exista una única manera de entender
la conciliación, pues depende del rol que desempeñe quien la dirija.

El Letrado de la Administración de Justicia encargado de la conciliación
puede sugerir o proponer soluciones o acuerdos que pueden ser aceptadas,
o no, por las partes involucradas y se cuenta con la garantía de que el elenco
de posibles soluciones se ajustará siempre a la legalidad, como consecuencia
del control que, como funcionarios habilitados, tienen que ejercer. También
es verdad y no debe desconocerse que todo va a depender de las caracterís-
ticas del conflicto, la actitud de las partes y de las capacidades y actitudes
del conciliador, en muchas ocasiones limitado por las circunstancias o el
tiempo disponible. A veces, en el conflicto, por su complejidad, será difícil
que se llegue a un acuerdo. En otras ocasiones, alguna de las partes o ambas
no van a querer conciliar. Y en muchos momentos la habilidad del conci-
liador conseguirá mantener la tranquilidad en el dialogo y la generación de
soluciones, pero, en otras, no lo logrará.
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(22)  Esta conciliación intraprocesal se incorpora a la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881
con la reforma del art. 692 por la Ley 34/1984. Vid., entre otros, M.ª R. Gutiérrez Sanz,
La conciliación en la audiencia previa: análisis y técnicas para una gestión eficaz, La
Ley, 2010.

Lo que en último término se busca, es que la conciliación extrajudicial,
al igual que el resto de los medios adecuados de solución de controversias,
logre finalmente servir de filtro jurídico, de tal manera que a los jueces sola-
mente lleguen los conflictos en los cuales definitivamente no haya sido posi-
ble llegar a un acuerdo.

Ahora bien, nos estamos refiriendo todo el rato a la conciliación pre-
procesal, pero no debe olvidarse que también está la conciliación intra-
procesal (22). Aquella que se puede llevar a cabo en sede judicial ya
incoado el proceso, en concreto, al inicio y antes de la finalización del
trámite de audiencia previa del juicio ordinario (arts. 415 y 428 LEC) y
en la vista del juicio verbal (art. 443.1.º LEC). Ahora bien, nada impide
que se intente conciliar en cualquier otro momento de la tramitación de
este como proyección del principio dispositivo en el proceso civil. Ade-
más, el nuevo art. 5.4.º LO 1/2025 indica que «la iniciativa de acudir a
los medios adecuados de solución de controversias puede proceder de
una de las partes, de ambas de común acuerdo o bien de una decisión
judicial o del letrado o la letrada de la Administración de Justicia de deri-
vación de las partes a este tipo de medios». Y se añade un ap. 5 al art. 19
LEC que deja claro que «en cualquier momento del procedimiento, el
letrado o letrada de la Administración de Justicia o el juez, jueza o tribu-
nal podrá plantear a las partes la posibilidad de derivar el litigio a media-
ción o a otro medio adecuado de solución de controversias, siempre que
considere, mediante resolución motivada que podrá ser oral, que con-
curren circunstancias que posibilitan una solución del conflicto en dicho
ámbito y, singularmente, en los casos en que no haya sido posible llevar
a cabo la actividad negociadora previa. La derivación requerirá la con-
formidad de las partes, que podrán pedir conjuntamente la suspensión
del procedimiento». Añade que «en los procedimientos en que interven-
gan personas mayores, definidas en el art. 7 bis, se valorará específica-
mente esta circunstancia para promover la solución de los mismos a tra-
vés de medios adecuados de solución de controversias, con especial
consideración a la salvaguarda del principio de igualdad entre las partes».
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Esta obra, patrocinada por la Corte Civil y Mercantil de Arbitraje (CIMA), 
constituye un exhaustivo análisis crítico e interdisciplinar de la Ley Orgánica 
1/2025, de 2 de enero, de medidas de eficiencia del Servicio Público de 

Justicia. Dirigida por Francisco Ruiz Risueño y José Carlos Fernández Rozas, esta 
investigación colectiva reúne a un prestigioso elenco de juristas especializados 
en Derecho procesal, civil, administrativo, internacional, así como en los ámbitos 
de la mediación y el arbitraje. A través de su diversidad de enfoques, la obra ofrece 
una visión integral y rigurosa de los cambios que esta importante reforma legislativa 
introduce en el sistema jurídico español.
El libro se centra en el papel transformador que los medios adecuados de solución de 
controversias (MASC) desempeñan en la configuración de una justicia más moderna, 
ágil y cercana a la ciudadanía. Con un enfoque plural y crítico, sus seis secciones 
recorren desde el marco institucional, funcional y constitucional de la reforma hasta 
su aplicación práctica y las implicaciones jurídicas derivadas. Se analizan aspectos 
esenciales como el impulso de actores clave del ecosistema jurídico, las modalidades 
específicas de los MASC (mediación, conciliación, arbitraje y métodos colaborativos), 
así como los desafíos y oportunidades que plantea su implementación. Además, se 
examinan los efectos procesales y sustantivos vinculados tanto a su activación como 
a su ineficacia, y se abordan cuestiones tan relevantes como la confidencialidad, el 
uso de herramientas digitales y la inteligencia artificial.
No solo destaca esta obra por su profundidad analítica y su elevado rigor científico, 
sino también por su vocación práctica. Se erige como una guía indispensable 
para todos aquellos profesionales del derecho, académicos y operadores jurídicos 
interesados en comprender, aplicar y proyectar los MASC como herramientas 
esenciales para una justicia del siglo XXI. En definitiva, este volumen representa una 
contribución imprescindible para acompañar la evolución hacia un sistema de justicia 
más eficiente, equitativo y adaptado a los retos contemporáneos.




